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Nulidad y restablecimiento del derecho – requerimiento para cumplir fallo 

 
 
Viene el presente escrito de solicitud presentado por el demandante Álvaro 

Herrera Ortiz, para que se requiera a la entidad accionada por el cumplimiento 

de la sentencia de condena proferida por este Despacho el 26 de junio del año 

en curso, por cuanto el plazo otorgado ya se encuentra vencido y a la fecha 

no se ha producido la decisión que atienda la orden judicial. 

 

Al respecto rememora el Despacho que el presente asunto concluyó con 

sentencia proferida el día 26 de junio de 2020, en cuya parte resolutiva se 

dispuso: 

 

“PRIMERO.- DECLARAR la nulidad del acto administrativo contenido en 
el oficio No. 20172120428433 / MDN-CGFM-JEMC-SEMCA-SEPER-
APRES-27-273 de fecha 1 de marzo de 2017, expedido por el Jefe de 
Personal del Comando General de las Fuerzas Militares, por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta sentencia.  
 
SEGUNDO: ORDENAR a la Nación - Ministerio de Defensa – Comando 
General de las Fuerzas Militares que dentro del término perentorio de 
diez (10) días, siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, inicie el 
trámite administrativo correspondiente para disponer el retiro del 
servicio activo del demandante Álvaro Herrera Ortiz, identificado con la 
C.C. No. 11.308.681 expedida en Girardot, Civil TS7 orgánico de la 
Sección de Personal del Comando General de las Fuerzas Militares, por 
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tener derecho a la pensión de jubilación prevista por el artículo 98 del 
Decreto 1214 de 1990, con el 75% de último salario devengado y sin 
consideración a su edad, la cual empezará a causarse a partir del día del 
retiro definitivo”. (Destaca el Despacho) 
  

 

Dicha providencia fue debidamente notificada a la entidad accionada el día 30 

de junio de 2020 mediante envío del texto correspondiente a través de 

mensaje al buzón de correo electrónico, como lo dispone el artículo 203 de la 

Ley 1437 de 2011, según constancias secretariales que reposan en el 

expediente, cobrando ejecutoria el día catorce (14) de julio próximo pasado, 

ya que en su contra no fueron interpuestos los recursos de ley. 

 

Bajo tal entendimiento, se muestra concluyente que la entidad accionada 

contaba hasta el día veintinueve (29) de julio del año en curso para dar inicio 

a los trámites para el retiro del servicio activo del demandante como se ordenó 

en la sentencia aludida, actuación que, acorde con lo manifestado por el 

accionante, no ha tenido ocurrencia hasta el momento. 

 

Por tal virtud, el Despacho accederá a lo solicitado por el demandante en su 

escrito presentado el 27 de octubre último, requiriendo a los funcionarios 

competentes para que informen las gestiones realizadas para cumplir con la 

orden impartida en la sentencia de condena, so pena de las sanciones a que 

hubiere lugar. 

 
Por lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 
 

PRIMERO.- REQUERIR  al Comandante General de las Fuerzas Militares, al 

Director de Personal del Comando de las Fuerzas Militares y al Jefe o Director 

del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, para 

que dentro del término de cinco (5) días, siguientes al recibo de la 

comunicación, se sirvan informar a este Despacho por escrito y con las 

pruebas documentales pertinentes, todas las gestiones administrativas 

realizadas para dar cumplimiento a la sentencia de condena proferida el día 

veintiséis (26) de junio de 2020, notificada en los términos del artículo 203 del 

C.P.A.C.A el día 30 de junio de 2020, dentro del proceso de nulidad y 
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restablecimiento del derecho promovido por Álvaro Herrera Díaz, con 

radicación 2019-00036, cuya ejecutoria se cumplió el catorce (14) de julio del 

año en curso. 

 

La Secretaría del Despacho remitirá los oficios respectivos con los anexos del 

caso, y el demandante deberá remitirlo a sus destinatarios, de lo que dejará 

constancia en el expediente. 

 
2.- Advertir a los funcionarios requeridos que la omisión a este requerimiento 

surtirá efectos para la imposición de las sanciones previstas por el numeral 3º 

del artículo 44 del Código General del Proceso, sin perjuicio de las acciones 

disciplinarias a que hubiere lugar.  

 
 

Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

PESR 

09/11/2020 
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Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00193-00                            
Demandante         :  JAVIER EDUARDO DÍAZ PINZÓN  
Demandado          :  

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - 
EJÉRCITO NACIONAL 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Deja sin efectos 
auto que inadmite demanda 
 

Sería del caso proceder con el estudio de la subsanación presentada por el 

apoderado de la parte demandante en el proceso de la referencia, pero encuentra 

el Despacho que es necesario dejar sin efecto el auto proferido por ese Despacho 

el 29 de septiembre de 2020, acorde con los siguientes argumentos.  

 

ANTECEDENTES 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el señor 

Javier Eduardo Díaz Pinzón, por conducto de apoderado judicial, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional con el fin 

de que se declare la existencia y subsecuente nulidad del acto ficto o presunto con 

ocasión del silencio negativo frente a la petición con radicación 

núm. KDGSZ22MD del siete de mayo de 2018, por medio de la cual se solicitó la 

reliquidación de la asignación básica incluyendo la diferencia salarial del 20% y la 

prima de actividad, de conformidad con lo establecido en el Decreto 1794 de 2000.  

 

Mediante auto del 29 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la demanda y 

concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo preceptuado en el 

artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros advertidos en la 

mencionada providencia, sin requerir en ese momento que se acreditara el 

cumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial.  
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En el término concedido la parte actora presentó memorial en el que indicó que la 

última unidad de servicios fue requerida mediante petición elevada a la entidad, sin 

que esta última hubiera resuelto la misma; a su vez, acreditó el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Ahora bien, el proceso ingresó al Despacho para verificar la subsanación de la 

demanda, pero se observa que en el auto inadmisorio no se requirió para que se 

presentar el requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial, puesto que se 

afirmó en el libelo introductorio que ello no era exigible toda vez que se había 

solicitado el decreto de medida cautelar.  

 

Efectuado el análisis de los documentos allegados y el escrito en que se solicitó la 

medida cautelar advierte el Despacho que la aquí solicitada no exime del requisito 

de agotar la conciliación prejudicial necesaria para acudir a la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, de conformidad con el numeral 1 del artículo 161 de la 

Ley 1437 de 2011, razón por la cual es necesario requerir su acreditación previa la 

admisión del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. 

 
 

CONSIDERACIONES 

 

(i) Del requisito de la conciliación prejudicial  

 

Al respecto, el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, establece que la 

conciliación prejudicial es requisito de procedibilidad para presentar demandas en 

las cuales se formulen pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho, así 

se señala:   

 
 

“[…] ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 

presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos 

en los siguientes casos: 

 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 

se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 

reparación directa y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y 

cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por 

medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de 

conciliación. […]” 



 
3 

 
Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00193-00 

Demandante: Javier Eduardo Díaz Pinzón 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional 

 

3 

 

 
 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 613 del CGP, no es 

necesario presentar la conciliación prejudicial, en los procesos en los cuales se 

soliciten medidas cautelares de carácter patrimonial, se indica en los siguientes 

términos: 

 
 

“[…] ARTÍCULO 613. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN 
LOS ASUNTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Cuando se solicite 

conciliación extrajudicial, el peticionario deberá acreditar la entrega de copia a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación, en los mismos términos 

previstos para el convocado, con el fin de que la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado resuelva sobre su intervención o no en el Comité de 

Conciliación de la entidad convocada, así como en la audiencia de conciliación 

correspondiente. 

 
No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos 

ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como 

tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 

cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una entidad 

pública. 

 

Las entidades públicas en los procesos declarativos que se tramitan ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo contra particulares, podrán 

solicitar las medidas cautelares previstas para los procesos declarativos en el 

Código General del Proceso. […]” (Subrayado dentro del texto). 

 

 

Frente a dicha norma el Consejo de Estado, Sección Primera, en providencia del 6 

de octubre de 2017, proferida dentro del proceso con radicado 25000-23-41-000-

2015-00554-01, C.P. Roberto Augusto Serrato Valdés, precisó que se refiere a 

medidas de carácter patrimonial, no a las que tengan efectos patrimoniales.  

 

Así mismo, sostuvo que el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas cautelares 

de carácter patrimonial, es decir aquellas que directa e inmediatamente afectan el 

patrimonio de las personas naturales o jurídicas que deben soportarlas, además 

precisó que:   

 

“La medida cautelar, entonces, debe ser patrimonial, entendiendo patrimonial 
como «[…] relativo al patrimonio […]»1 y patrimonio como «[…] Conjunto de 
bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, 
susceptibles de estimación económica […]»2, lo que nos lleva a indicar que 
cuando el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas cautelares de carácter 
patrimonial se está refiriendo a medidas que directa e inmediatamente afectan 
el patrimonio de las personas naturales o jurídicas que deben soportarlas.  

 
1 http://dle.rae.es/?id=SBKRsue 
2 http://dle.rae.es/?id=SBOxisN 
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El concepto anterior coincide con la clasificación de las medidas cautelares 
elaborada por un sector de la doctrina, que destaca que dichas medidas 
pueden ser de carácter patrimonial o de carácter personal, entendiendo por 
las primeras «[…] 12.3.1. DE CARÁCTER PATRIMONIAL […] Como su 
nombre lo indica, son aquellas que tienen como propósito primordial la 
afectación de bienes […]»3  

 

Es claro, entonces que, y a manera de ejemplo, el embargo de bienes tiene el 
carácter de medida patrimonial4 en tanto que directamente «[…] sustrae del 
comercio el bien cautelado, de tal suerte que si se llegare a vender un bien 
que soporta un embargo, tal contrato será declarado nulo, de nulidad absoluta, 
por objeto ilícito. En caso de que el bien esté sujeto a registro, y sobre él se 
inscribe un embargo, el correspondiente registrador debe abstenerse de 
registrar cualquier acto de disposición sobre el bien, como una venta o una 
hipoteca […]»5, lo cual no ocurre con la suspensión provisional de los 
efectos de los actos administrativos.  

 

Esta Sala ha resaltado que entre las características principales de la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos están 
«[…] su naturaleza cautelar, temporal y accesoria, tendiente a evitar que actos 
contrarios al ordenamiento jurídico puedan continuar surtiendo efectos, 
mientras se decide de fondo su constitucionalidad o legalidad en el proceso en 
el que se hubiere decretado la medida […]», e igualmente ha indicado que su 
finalidad es la de «[…] «evitar, transitoriamente, que el acto administrativo 
surta efectos jurídicos, en virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, 
salvaguardando los intereses generales y el Estado de derecho».6 […]»7, lo 
que claramente excluye su patrimonialidad pues su propósito no es 
afectar el patrimonio de las personas jurídicas o naturales, sino despojar 
de sus efectos, temporalmente, a un acto administrativo que, 
preliminarmente, es considerado contrario al ordenamiento jurídico.  

 

Cuestión diferente es que, indirectamente, la suspensión de los efectos del 
acto administrativo traiga efectos en el patrimonio de las personas naturales o 
jurídicas que la han solicitado o que resultan afectadas con la respectiva 
medida. 

 

Conforme a lo expuesto, es un hecho cierto que el estudio del carácter 
patrimonial de la medida cautelar solicitada con la cual se pretende obviar el 
requisito de procedibilidad de la conciliación administrativa, debe realizarse en 
concreto, conforme lo solicitado en la demanda. Sin embargo, esta Sala, por 

 
3 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470. 
4 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470.  El autor destaca como una medida de 
carácter patrimonial el embargo y secuestro de bienes. 
5 FORERO SILVA, Jorge. MEDIDAS CAUTELARES EN EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. Segunda 
Edición. Bogotá: EDITORIAL TEMIS S.A., 2016. Página 97. 
6 Providencia citada ut supra, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
7 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, Consejera 
ponente: MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, Bogotá, D.C., trece (13) de julio de dos mil dieciséis (2016), 
Radicación número: 11001-03-24-000-2014-00704-00, Actor: ANDRÉS GÓMEZ ROLDÁN, Demandado: 
MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, Referencia: MEDIO DE CONTROL NULIDAD 
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las razones expuestas, encuentra que dicho análisis no puede llevarse a 
cabo cuando se trata de la medida de suspensión provisional de los 
efectos de un acto administrativo, pues la misma no tiene una naturaleza 
patrimonial, como se ha indicado. 

(…) 
Ahora bien, es claro que la modificación de un criterio jurisprudencial no es 
contraria a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, siempre y 
cuando esté debidamente justificada, como ocurre con el cambio prohijado por 
la Sala en esta oportunidad.  

Esta Sala, entonces, como órgano de cierre en los asuntos de su 
competencia, establece, a manera de jurisprudencia anunciada8, la 
posición consistente en que la suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos no está incluida dentro de las medidas 
cautelares que permiten, al tenor del artículo 613 del CGP, en procesos 
diferentes a los ejecutivos, acudir directamente a la jurisdicción 
contencioso-administrativa sin agotar el requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial (numeral 1° del artículo 161 del CPACA), en la 
medida en que el precitado artículo del CGP hace referencia a las 
medidas de carácter patrimonial, naturaleza que no se encuentra 
presente en la precitada cautela, conforme se explicó líneas atrás. 
(Destaca el Despacho). 

 

Por lo tanto, es claro que en la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 

que pretenda la nulidad de un acto administrativo, y en la que se solicite medida 

cautelar de suspensión provisional del acto demandado, es requisito de 

procedibilidad agotar la conciliación prejudicial, para acudir a la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, pues esta no es de carácter patrimonial. 

 

 (ii) Caso concreto 

 

En el presente caso, se solicita la suspensión provisional de actos administrativos a 

través de los cuales la entidad accionada negó el reconocimiento y pago del reajuste 

salarial del 20% y la prima de actividad, de conformidad con lo establecido en el 

Decreto 1794 de 2000, al señor Javier Eduardo Díaz Pinzón. 

 

El Despacho inadmitió la demanda mediante auto del 29 de septiembre de 2020 y 

concedió el término de diez (10) días, para que la parte actora subsanara los yerros 

advertidos, esto es que acreditara el envío por medio electrónico de copia de la 

demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo con lo establecido en el 

 
8La Sala quiere significar que el caso que ocupó su atención, no fue juzgado con fundamento en este nuevo 
criterio que se expone y, por tal virtud, tendrá aplicación sólo a futuro. Sobre el uso de esta figura ver: CONSEJO 
DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Consejero Ponente: 
Alberto Yepes Barreiro. Sentencia del siete (07) de junio de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 11001-03-28-
000-2015-00051-00. Actor: Emiliano Arrieta Monterroza. Demandada: Oneida Rayeth Pinto Pérez – 
Gobernadora de la Guajira.  



 
6 

 
Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00193-00 

Demandante: Javier Eduardo Díaz Pinzón 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional 

 

6 

 

artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020, y aportara certificación laboral para 

establecer la última unidad de prestación de servicios del demandante. 

 

Con la demanda se solicitó el decreto de una medida cautelar razón por la cual, en 

criterio del mandatario judicial no era necesario acreditar el requisito de 

procedibilidad de la conciliación prejudicial, sin que en ese momento el Despacho 

advirtiera que la solicitada era justamente la suspensión provisional del acto 

administrativo cuya nulidad se pretendía y por ello este aspecto no fue incluido entre 

los requisitos a subsanar previa la admisión de la demanda.  

 

Ahora bien, con el fin de rodear de garantías al accionante en el trámite del presente 

proceso y para precaver futuras situaciones que impidan la prosperidad de sus 

pretensiones, bajo la consideración de que los autos interlocutorios no obligan al 

juez, se procederá a dejar sin efectos el auto del 29  de septiembre pasado y en su 

lugar se inadmitirá la demanda otorgándole nuevamente el término de diez (10) días 

para requerir que se acredite la conciliación prejudicial, advirtiendo que no pierden 

validez los documentos allegados por el apoderado judicial con los cuales se 

subsanaron los defectos previamente señalados.  

 

De acuerdo con lo expuesto y en aplicación del criterio jurisprudencial citado, se 

inadmite la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que no 

reúne los requisitos de los artículos 160 a 167 de la Ley 1437 de 2011, por lo 

siguiente: 

 

- Requisito de procedibilidad. El demandante no acreditó el cumplimiento del 

requisito de procedibilidad de que trata el numeral 1º del artículo 161 de la Ley 1437 

de 2011. Por ende, deberá allegar las constancias pertinentes sobre el agotamiento 

de la conciliación extrajudicial respecto a lo pretendido en el proceso. 

 

Lo anterior, por cuanto de las pretensiones se desprende claramente que se trata 

de un acto de naturaleza particular, de contenido económico, sobre el cual era 

posible llegar a un acuerdo y si bien el demandante solicitó medida cautelar de 

suspensión provisional de los actos demandados, la misma no es de carácter 

patrimonial.  

 

- Certificación laboral. Con el fin de establecer la competencia para conocer de la 

demanda de nulidad y restablecimiento del derecho de la referencia, es necesario 
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que el demandante allegue certificación de la última unidad de prestación de 

servicios, asimismo indique si actualmente se encuentra activo.  

 

Por tanto, como la demanda no reúne los requisitos de admisión, en aras de 

garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, el Despacho 

considera oportuno que la parte demandante corrija los defectos señalados, 

conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, so pena del rechazo de 

la demanda. 
 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. DEJAR sin efectos el auto del 29 de septiembre de 2020, mediante el 

cual se inadmitió la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, dejando a 

salvo la validez de los documentos allegados por el demandante con posterioridad 

a dicha actuación, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones de esta 

decisión.  

 

SEGUNDO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor Javier Eduardo Díaz Pinzón contra la Nación - Ministerio 

de Defensa - Ejército Nacional, por las razones expuestas. 

 

TERCERO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el fin de 

que realice la corrección indicada en las consideraciones de este proveído, so pena 

del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011.  
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

IFCG 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00209-00                            
Demandante         :  WILLIAM ESMID ALCARÁZ ORTIZ 
Demandado          :  

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - 
EJÉRCITO NACIONAL 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Deja sin efectos 
auto que inadmite demanda 
 

Sería del caso proceder con el estudio de la subsanación presentada por el 

apoderado de la parte demandante en el proceso de la referencia, pero encuentra 

el Despacho que es necesario dejar sin efecto el auto proferido por ese Despacho 

el 29 de septiembre de 2020, acorde con los siguientes argumentos.  

 

ANTECEDENTES 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el señor 

William Esmid Alcaráz Ortiz, por conducto de apoderado judicial, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional con el fin 

de que se declare la nulidad del oficio 20183112289731 MDN-CGFM-COEJC-

SEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 del 22 de noviembre de 2018 que negó la 

solicitud del reconocimiento y pago del subsidio familiar como partida computable 

para efectos salariales y la existencia y subsecuente nulidad del acto ficto o 

presunto con ocasión del silencio negativo frente a la petición con radicación núm. 

LCW7BLAIKL del 24 de julio 2018, por medio de la cual se solicitó la reliquidación 

de la asignación básica incluyendo la diferencia salarial del 20% y la prima de 

actividad. .  

 

Mediante auto del 29 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la demanda y 

concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo preceptuado en el 

artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros advertidos en la 
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mencionada providencia, sin requerir en ese momento que se acreditara el 

cumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial.  

 

En el término concedido la parte actora presentó memorial en el que indicó que la 

última unidad de servicios fue requerida mediante petición elevada a la entidad, sin 

que esta última hubiera resuelto la misma; a su vez, acreditó el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Ahora bien, el proceso ingresó al Despacho para verificar la subsanación de la 

demanda, pero se observa que en el auto inadmisorio no se requirió para que se 

presentar el requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial, puesto que se 

afirmó en el libelo introductorio que ello no era exigible toda vez que se había 

solicitado el decreto de medida cautelar.  

 

Efectuado el análisis de los documentos allegados y el escrito en que se solicitó la 

medida cautelar advierte el Despacho que la aquí solicitada no exime del requisito 

de agotar la conciliación prejudicial necesaria para acudir a la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, de conformidad con el numeral 1 del artículo 161 de la 

Ley 1437 de 2011, razón por la cual es necesario requerir su acreditación previa la 

admisión del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. 

 
 

CONSIDERACIONES 

 

(i) Del requisito de la conciliación prejudicial  

 

Al respecto, el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, establece que la 

conciliación prejudicial es requisito de procedibilidad para presentar demandas en 

las cuales se formulen pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho, así 

se señala:   

 
 

“[…] ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 

presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos 

en los siguientes casos: 

 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 

se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 

reparación directa y controversias contractuales. 



 
3 

 
Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00209-00 
Demandante: William Esmid Alcaráz Ortiz 

Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional 
 

3 

 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y 

cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por 

medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de 

conciliación. […]” 

 
 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 613 del CGP, no es 

necesario presentar la conciliación prejudicial, en los procesos en los cuales se 

soliciten medidas cautelares de carácter patrimonial, se indica en los siguientes 

términos: 

 
 

“[…] ARTÍCULO 613. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN 
LOS ASUNTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Cuando se solicite 

conciliación extrajudicial, el peticionario deberá acreditar la entrega de copia a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación, en los mismos términos 

previstos para el convocado, con el fin de que la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado resuelva sobre su intervención o no en el Comité de 

Conciliación de la entidad convocada, así como en la audiencia de conciliación 

correspondiente. 

 
No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos 

ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como 

tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas 

cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una entidad 

pública. 

 

Las entidades públicas en los procesos declarativos que se tramitan ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo contra particulares, podrán 

solicitar las medidas cautelares previstas para los procesos declarativos en el 

Código General del Proceso. […]” (Subrayado dentro del texto). 

 

 

Frente a dicha norma el Consejo de Estado, Sección Primera, en providencia del 6 

de octubre de 2017, proferida dentro del proceso con radicado 25000-23-41-000-

2015-00554-01, C.P. Roberto Augusto Serrato Valdés, precisó que se refiere a 

medidas de carácter patrimonial, no a las que tengan efectos patrimoniales.  

 

Así mismo, sostuvo que el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas cautelares 

de carácter patrimonial, es decir aquellas que directa e inmediatamente afectan el 

patrimonio de las personas naturales o jurídicas que deben soportarlas, además 

precisó que:   

 

“La medida cautelar, entonces, debe ser patrimonial, entendiendo patrimonial 
como «[…] relativo al patrimonio […]»1 y patrimonio como «[…] Conjunto de 
bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, 

 
1 http://dle.rae.es/?id=SBKRsue 
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susceptibles de estimación económica […]»2, lo que nos lleva a indicar que 
cuando el artículo 613 del CGP se refiere a las medidas cautelares de carácter 
patrimonial se está refiriendo a medidas que directa e inmediatamente afectan 
el patrimonio de las personas naturales o jurídicas que deben soportarlas.  

 

El concepto anterior coincide con la clasificación de las medidas cautelares 
elaborada por un sector de la doctrina, que destaca que dichas medidas 
pueden ser de carácter patrimonial o de carácter personal, entendiendo por 
las primeras «[…] 12.3.1. DE CARÁCTER PATRIMONIAL […] Como su 
nombre lo indica, son aquellas que tienen como propósito primordial la 
afectación de bienes […]»3  

 

Es claro, entonces que, y a manera de ejemplo, el embargo de bienes tiene el 
carácter de medida patrimonial4 en tanto que directamente «[…] sustrae del 
comercio el bien cautelado, de tal suerte que si se llegare a vender un bien 
que soporta un embargo, tal contrato será declarado nulo, de nulidad absoluta, 
por objeto ilícito. En caso de que el bien esté sujeto a registro, y sobre él se 
inscribe un embargo, el correspondiente registrador debe abstenerse de 
registrar cualquier acto de disposición sobre el bien, como una venta o una 
hipoteca […]»5, lo cual no ocurre con la suspensión provisional de los 
efectos de los actos administrativos.  

 

Esta Sala ha resaltado que entre las características principales de la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos están 
«[…] su naturaleza cautelar, temporal y accesoria, tendiente a evitar que actos 
contrarios al ordenamiento jurídico puedan continuar surtiendo efectos, 
mientras se decide de fondo su constitucionalidad o legalidad en el proceso en 
el que se hubiere decretado la medida […]», e igualmente ha indicado que su 
finalidad es la de «[…] «evitar, transitoriamente, que el acto administrativo 
surta efectos jurídicos, en virtud de un juzgamiento provisorio del mismo, 
salvaguardando los intereses generales y el Estado de derecho».6 […]»7, lo 
que claramente excluye su patrimonialidad pues su propósito no es 
afectar el patrimonio de las personas jurídicas o naturales, sino despojar 
de sus efectos, temporalmente, a un acto administrativo que, 
preliminarmente, es considerado contrario al ordenamiento jurídico.  

 

Cuestión diferente es que, indirectamente, la suspensión de los efectos del 
acto administrativo traiga efectos en el patrimonio de las personas naturales o 
jurídicas que la han solicitado o que resultan afectadas con la respectiva 
medida. 

 
2 http://dle.rae.es/?id=SBOxisN 
3 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470. 
4 PELÁEZ HERNANDEZ, Ramón Antonio. ELEMENTOS TEÓRICOS DEL PROCESO. Tomo I Segunda 
Edición. Bogotá: EDICIONES DOCTRINA Y LEY, 2015. Página 470.  El autor destaca como una medida de 
carácter patrimonial el embargo y secuestro de bienes. 
5 FORERO SILVA, Jorge. MEDIDAS CAUTELARES EN EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. Segunda 
Edición. Bogotá: EDITORIAL TEMIS S.A., 2016. Página 97. 
6 Providencia citada ut supra, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
7 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, Consejera 
ponente: MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, Bogotá, D.C., trece (13) de julio de dos mil dieciséis (2016), 
Radicación número: 11001-03-24-000-2014-00704-00, Actor: ANDRÉS GÓMEZ ROLDÁN, Demandado: 
MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, Referencia: MEDIO DE CONTROL NULIDAD 
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Conforme a lo expuesto, es un hecho cierto que el estudio del carácter 
patrimonial de la medida cautelar solicitada con la cual se pretende obviar el 
requisito de procedibilidad de la conciliación administrativa, debe realizarse en 
concreto, conforme lo solicitado en la demanda. Sin embargo, esta Sala, por 
las razones expuestas, encuentra que dicho análisis no puede llevarse a 
cabo cuando se trata de la medida de suspensión provisional de los 
efectos de un acto administrativo, pues la misma no tiene una naturaleza 
patrimonial, como se ha indicado. 

(…) 
Ahora bien, es claro que la modificación de un criterio jurisprudencial no es 
contraria a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, siempre y 
cuando esté debidamente justificada, como ocurre con el cambio prohijado por 
la Sala en esta oportunidad.  

Esta Sala, entonces, como órgano de cierre en los asuntos de su 
competencia, establece, a manera de jurisprudencia anunciada8, la 
posición consistente en que la suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos no está incluida dentro de las medidas 
cautelares que permiten, al tenor del artículo 613 del CGP, en procesos 
diferentes a los ejecutivos, acudir directamente a la jurisdicción 
contencioso-administrativa sin agotar el requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial (numeral 1° del artículo 161 del CPACA), en la 
medida en que el precitado artículo del CGP hace referencia a las 
medidas de carácter patrimonial, naturaleza que no se encuentra 
presente en la precitada cautela, conforme se explicó líneas atrás. 
(Destaca el Despacho). 

 

Por lo tanto, es claro que en la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 

que pretenda la nulidad de un acto administrativo, y en la que se solicite medida 

cautelar de suspensión provisional del acto demandado, es requisito de 

procedibilidad agotar la conciliación prejudicial, para acudir a la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, pues esta no es de carácter patrimonial. 

 

 (ii) Caso concreto 

 

En el presente caso, se solicita la suspensión provisional de actos administrativos a 

través de los cuales la entidad accionada negó el reconocimiento y pago del 

subsidio familiar, el reajuste salarial del 20% y la prima de actividad, de conformidad 

con lo establecido en el Decreto 1794 de 2000, al señor William Esmid Alcaráz 

Ortiz. 

 
8La Sala quiere significar que el caso que ocupó su atención, no fue juzgado con fundamento en este nuevo 
criterio que se expone y, por tal virtud, tendrá aplicación sólo a futuro. Sobre el uso de esta figura ver: CONSEJO 
DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Consejero Ponente: 
Alberto Yepes Barreiro. Sentencia del siete (07) de junio de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 11001-03-28-
000-2015-00051-00. Actor: Emiliano Arrieta Monterroza. Demandada: Oneida Rayeth Pinto Pérez – 
Gobernadora de la Guajira.  
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El Despacho inadmitió la demanda mediante auto del 29 de septiembre de 2020 y 

concedió el término de diez (10) días, para que la parte actora subsanara los yerros 

advertidos, esto es que acreditara el envío por medio electrónico de copia de la 

demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020, y aportara certificación laboral para 

establecer la última unidad de prestación de servicios del demandante. 

 

Con la demanda se solicitó el decreto de una medida cautelar razón por la cual, en 

criterio del mandatario judicial no era necesario acreditar el requisito de 

procedibilidad de la conciliación prejudicial, sin que en ese momento el Despacho 

advirtiera que la solicitada era justamente la suspensión provisional del acto 

administrativo cuya nulidad se pretendía y por ello este aspecto no fue incluido entre 

los requisitos a subsanar previa la admisión de la demanda.  

 

Ahora bien, con el fin de rodear de garantías al accionante en el trámite del presente 

proceso y para precaver futuras situaciones que impidan la prosperidad de sus 

pretensiones, bajo la consideración de que los autos interlocutorios no obligan al 

juez, se procederá a dejar sin efectos el auto del 29  de septiembre pasado y en su 

lugar se inadmitirá la demanda otorgándole nuevamente el término de diez (10) días 

para requerir que se acredite la conciliación prejudicial, advirtiendo que no pierden 

validez los documentos allegados por el apoderado judicial con los cuales se 

subsanaron los defectos previamente señalados.  

 

De acuerdo con lo expuesto y en aplicación del criterio jurisprudencial citado, se 

inadmite la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que no 

reúne los requisitos de los artículos 160 a 167 de la Ley 1437 de 2011, por lo 

siguiente: 

 

- Requisito de procedibilidad. El demandante no acreditó el cumplimiento del 

requisito de procedibilidad de que trata el numeral 1º del artículo 161 de la Ley 1437 

de 2011. Por ende, deberá allegar las constancias pertinentes sobre el agotamiento 

de la conciliación extrajudicial respecto a lo pretendido en el proceso. 

 

Lo anterior, por cuanto de las pretensiones se desprende claramente que se trata 

de un acto de naturaleza particular, de contenido económico, sobre el cual era 

posible llegar a un acuerdo y si bien el demandante solicitó medida cautelar de 
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suspensión provisional de los actos demandados, la misma no es de carácter 

patrimonial.  

 

- Certificación laboral. Con el fin de establecer la competencia para conocer de la 

demanda de nulidad y restablecimiento del derecho de la referencia, es necesario 

que el demandante allegue certificación de la última unidad de prestación de 

servicios, asimismo indique si actualmente se encuentra activo.  

 

Por tanto, como la demanda no reúne los requisitos de admisión, en aras de 

garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, el Despacho 

considera oportuno que la parte demandante corrija los defectos señalados, 

conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, so pena del rechazo de 

la demanda. 
  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. DEJAR sin efectos el auto del 29 de septiembre de 2020, mediante el 

cual se inadmitió la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, dejando a 

salvo la validez de los documentos allegados por el demandante con posterioridad 

a dicha actuación, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones de esta 

decisión.  

 

SEGUNDO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor William Esmid Alcaráz Ortiz contra la Nación - Ministerio 

de Defensa - Ejército Nacional, por las razones expuestas. 

 

TERCERO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el fin de 

que realice la corrección indicada en las consideraciones de este proveído, so pena 

del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011.  
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

IFCG 
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República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00308-00                            

Convocante  : MARTHA ISABEL SILVA GÓMEZ  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre Martha Isabel Silva Gómez y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la reliquidación 

de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, vacaciones y 

navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas computables, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y el numeral 

2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del 

artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  A la ciudadana Martha Isabel Silva Gómez le fue reconocida por la Caja de 

Sueldos de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante  

Resolución No. 10828 del 12 de diciembre de 2013, equivalente al 77% de la 
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asignación básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 

28 de enero de 2014. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) Al margen de lo previsto en el régimen de asignaciones de retiro para el personal 

de la Fuerza Pública, la entidad convocada ha omitido aplicar los incrementos y 

ajustes anuales a la totalidad de las partidas computables mencionadas en 

precedencia a partir del año siguiente de su vigencia, esto es, desde 2014, 

vulnerando el derecho fundamental de actualización monetaria, denominado 

principio de oscilación. 

 

iv) A partir del mes de enero de 2019 la entidad convocada aplicó un incremento 

total al monto de la asignación de retiro de la convocante,  pero sin tener en cuenta 

la previa actualización de las partidas computables de subsidio de alimentación y 

las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones desde enero 

de 2014, por lo que aún persiste la omisión al deber de reajuste de su derecho 

pensional. 

  

v)  El día 21 de febrero de 2020 la convocante solicitó ante CASUR  la reliquidación  

de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la aplicación del principio de 

oscilación desde el año 2014 para las partidas computables del subsidio de 

alimentación  y de las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 

vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa mediante acto 

administrativo  No. 20201200-010055571 Id. 546444 del 2 de marzo de 2020, 

quedando así agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia 

de recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó a la convocante a presentar la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 



Rad. núm. 110013342057-2020-00308-00 
Convocante: Martha Isabel Silva Gómez 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

3 

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por la convocante Martha Isabel Silva Gómez, identificada 

con la C.C.  No. 24.080.673 de Soatá, Boyacá, a la abogada María Omaira Prieto 

Cely, con la facultad expresa para conciliar, quien intervino en su nombre en la 

audiencia virtual. 

 

- Resolución No. 10828 del 12 de diciembre de 2013 expedida por el Director de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció 

a la convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 28 de enero 

de 2014. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 21 de febrero de 2020 por Martha Isabel 

Silva Gómez, a través de apoderada judicial, ante la Caja de Sueldos de Retiro de 

la Policía Nacional – CASUR, tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación 

de retiro por omisión del principio de oscilación en las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación desde el 

año 2014 y hasta el año 2019. 

 

- Oficio con radicado No. 20201200-010055571 Id. 546444 del 2 de marzo de 2020, 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación de la convocante, negó las 

pretensiones y manifestó que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver 

de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro de la 

convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 24080673 correspondiente al intendente Jefe Martha Isabel 

Silva Gómez, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional 

el 12 de noviembre de 2013. 
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II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 14 de octubre de 2020 ante el Procurador 50 Judicial II en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 

  

“El convocante I.J. (R) MARTHA ISABEL SILVA GOMEZ C.C. 24080623 
prestó sus servicios a la Policía Nacional en calidad de INTENDENTE JEFE y 
al momento de su asignación de retiro, cumplió con los requisitos señalados 
para la época, razón por la cual accedió a su derecho de asignación de retiro 
mediante la Resolución Nº 10828 del 2013, efectiva a partir del 28 de ENERO 
de 2014 en cuantía del 77% de las partidas legalmente computables de 
conformidad con los decretos 1091 de 1995, 4433 de 2004 y 1858 de 2012.  
 
(…) 
 
En este orden y previo análisis ordenado por esta Dirección, se encontró que 
la asignación de retiro del personal del nivel ejecutivo está siendo liquidada 
con aplicación al incremento anual decretado por el Gobierno Nacional solo 
respecto de las partidas denominadas salario básico y retorno a la experiencia, 
sin que dicho incremento repercuta sobre las partidas de subsidio de 
alimentación, duodécima parte de la prima de servicios, duodécima parte 
de la prima de vacaciones y duodécima parte de la prima de navidad 
devengadas en los años posteriores al reconocimiento, según se observa 
 
(…) 
 
Se propone entonces el reajuste de la liquidación de las siguientes partidas, 
de acuerdo con las pretensiones de la demanda:  

1. duodécima parte de la prima de servicios,  
 
2. duodécima parte de la prima de vacaciones y;  
 
3. duodécima parte de la prima de navidad devengada De conformidad 
con el Artículo 13 literales a, b y c del Decreto 1091 de 1995, las cuales se 
incrementarán año a año conforme a los porcentajes establecidos en los 
Decretos de aumento expedidos por el Gobierno Nacional.  

 
Las condiciones propuestas son:  
 

1. Se reajustará históricamente cada partida desde la fecha de asignación 
de retiro, hasta la fecha de conciliación.  
2. Se pagará el capital dejado de percibir históricamente mes a mes sobre 
cada partida.  
3. La indexación que resulte sobre el capital anterior, será reconocida en 
un setenta y cinco por ciento (75%) del total. 
4. En el presente caso hay lugar a prescripción de mesadas porque La 
convocante percibe asignación de retiro desde el 11 de OCTUBRE de 
2013 y solo hasta el día 21 de FEBRERO de 2020 radica petición formal 
administrativa ante CASUR. Hay prescripción de mesadas anteriores al 21 
de FEBRERO de 2017.  
5. El pago se realizará dentro de los seis (06) meses siguientes a la 
radicación de la solicitud, término durante el cual NO se pagarán intereses.  



Rad. núm. 110013342057-2020-00308-00 
Convocante: Martha Isabel Silva Gómez 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

5 

 

6. Se pactará el reconocimiento de intereses en la forma fijada por la ley a 
partir de los seis (06) meses siguientes a la presentación de la cuenta de 
cobro, con la totalidad de los documentos requeridos para tal fin ante la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional.  

 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto le asiste ánimo conciliatorio.” (Destaca el Despacho) 
 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador certificación  de la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de 

CASUR expedida el 16 de septiembre de 2020, anexando a la misma los términos 

económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de TRES 

MILLONES NOVECIENTOS CATORCE MIL DOSCIENTOS SESENTA Y TRES 

PESOS ($3.914.263.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de ley1, y reliquidando la 

asignación de retiro que para la vigencia del año 2020 ascenderá a la suma de DOS 

MILLONES OCHOCIENTOS SIETE MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SIETE 

PESOS ($2.807.787.oo) M/cte. 

 
 
Oída la intervención de la entidad, la convocante MARTHA ISABEL SILVA GÓMEZ, 

quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para conciliar, 

manifestó la aceptación en los términos consignados. 

  
 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 50 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 14 de octubre de 2020, entre Martha Isabel Silva Gómez y la Caja de 

 
1 Si bien en el texto de la propuesta no se hizo mención al reajuste de la partida “subsidio de alimentación”, lo cierto y 
concluyente es que dicha partida sí fue incluida en el reconocimiento, ya que en la liquidación que se anexó a la certificación 
de la Secretaría Técnica del Comité de conciliación y Defensa Judicial de CASUR aparece reajustada en todos los periodos 
anuales involucrados, por lo que el acuerdo abarcó todas las pretensiones de la convocante. . 
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Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado2 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que la convocante Martha Isabel Silva Gómez fue 

debidamente representada por apoderada judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderado judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida el 16 de septiembre de 2020 por la 

respectiva Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el proceso se acreditó que la convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente Jefe del nivel ejecutivo 

con última ubicación laboral en la Compañía Antinarcóticos de Aviación Guaymaral 

con sede, con sede en Bogotá, acorde con la información que fue consignada en 
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su hoja de servicios,  por lo que es dable concluir que la Procuraduría 50 Judicial II 

para Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, la convocante Martha Isabel Silva Gómez reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que la convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 21 de febrero de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 2 de marzo de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 16 de junio del año en curso, esto es, dentro del término legal. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 
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1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19953, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado4 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

 
3 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
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facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20045, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 

 
5 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
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b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20046, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

 
6 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 

En sentencia del Consejo de Estado7 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 

 
7 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro de la convocante, ya que en efecto se halló 

acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, pues se muestra evidente con lo afirmado por 

el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad accionada al realizar el 

análisis del caso con la  respectiva historia prestacional.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 

partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 21 de febrero de 2020 y el cómputo a partir del 21 de 

febrero de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 14 de octubre de 2020, guarda concordancia 

con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por cuanto: (i) las partes 

se encontraban debidamente representadas y facultadas para conciliar, (ii) se 
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conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el medio de control 

que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo probatorio allegado 

al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la obligación cancelada, 

y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, de tal suerte que, se 

impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora Martha 

Isabel Silva Gómez, identificada con la C.C.  No. 24.080.673 de Soatá, Boyacá y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 50 

Judicial II Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 14 de octubre de 2020, 

correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro por la 

omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas de 

servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  

Notifíquese y cúmplase 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
PESR 
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R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

  
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
  

Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil veinte (2020).  
 

 
Expediente n.º : 110013342-057-2020-00315-00                            
Demandante : ÁLVARO HERRERA ORTIZ 
Demandado : NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - COMANDO 

GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES  
Tema  : RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE JUBILACIÓN – 

PERSONAL CIVIL FUERZAS MILITARES – ART. 98 
DECRETO 1214 DE 1990. 

 
 
Ejecutivo por radicación – requerimiento para cumplir fallo – adecuación 
del trámite. 

 
 
No obstante que la oficina de Apoyo para los Juzgado Administrativos le ha 

dado tratamiento de demanda ejecutiva a la petición elevada por el señor 

Álvaro Herrera Ortiz, para que se requiera a la entidad accionada por el 

cumplimiento de la sentencia de condena proferida por el 26 de junio del año 

en curso, estima el Despacho necesario adecuar el trámite a lo que realmente 

se contrae, que en efecto es un requerimiento con miras a obtener el 

cumplimiento del fallo condenatorio, sin la pretensión de convertirse en una 

ejecución forzada, ya que en su texto el actor no hace mención a las 

prerrogativas del artículo 306 del Código General del Proceso. 

 

Por tal virtud, se dispondrá que la presente petición se tramite como una 

solicitud formal dentro del proceso 2019-00036, para lo cual la Secretaría lo 

incorporará con las constancias de rigor, y archivará el presente asunto, por 

no corresponder a una demanda ejecutiva. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE. 



2 
 

Radicado Nº 110013342-057-2020-00315-00 
Demandante: Álvaro Herrera Ortiz 

Demandado: Nación - Ministerio de Defensa - Comando General de las Fuerzas Militares 
 

 

1.- ORDENAR  que la solicitud de que trata el presente asunto sea incorporada 

como petición formal de requerimiento dentro del proceso con radicación 2019-

00036, siendo demandante Álvaro Herrera Ortiz y demandada la Nación - 

Ministerio de Defensa Nacional – Comando General de las Fuerzas Militares, 

acorde con lo expuesto en la motivación precedente. 

 

2.- ORDENAR que la actuación que fue radicada por la Oficina de Apoyo para 

los Juzgados Administrativos  como ejecutivo por radicación, bajo el No. 2020-

00315 se archive, dada la carencia total de objeto. 

 

La Secretaría del Despacho dejará las constancias de rigor.  

 
 

Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

PESR 

09/11/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00316-00                            

Convocante  : RAMÓN RODRIGO JIMÉNEZ RENGIFO  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la 

reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas 

computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 

2004 y el numeral 2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los 

literales a), b) y c) del artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  Al ciudadano Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo le fue reconocida por la Caja de 

Sueldos de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante 

la Resolución No. 5386 del 28 de julio de 2016, equivalente al 77% de la asignación 
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básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 7 de agosto 

de 2016. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) Al margen de lo previsto en el régimen de asignaciones de retiro para el personal 

de la Fuerza Pública, la entidad convocada ha omitido aplicar los incrementos y 

ajustes anuales a la totalidad de las partidas computables mencionadas en 

precedencia a partir del año siguiente de su vigencia, esto es, desde 2017, 

vulnerando el derecho fundamental de actualización monetaria, denominado 

principio de oscilación. 

 

iv)  El día 13 de marzo de 2020 el convocante solicitó ante CASUR  la reliquidación  

de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la aplicación del principio de 

oscilación desde el año 2017 para las partidas computables del subsidio de 

alimentación  y de las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 

vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa mediante acto 

administrativo  No. 202012000111561 Id: 561510 del 4 de mayo de 2020, quedando 

así agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia de 

recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó al convocante a presentar la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo, 

identificado con la C.C. No. 4.753.101 de San Sebastián, Cauca, al abogado Saúl 
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Reinel Liévano Caro, con la facultad expresa para conciliar, quien intervino en su 

nombre en la audiencia virtual. 

 

- Resolución No. 5386 del 28 de julio de 2016 expedida por el Director de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció a la 

convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 7 de agosto de 

2016. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 13 de marzo de 2020 por Ramón Rodrigo 

Jiménez Rengifo, a través de apoderado judicial, ante la Caja de Sueldos de Retiro 

de la Policía Nacional – CASUR, tendiente a obtener la reliquidación de su 

asignación de retiro por omisión del principio de oscilación en las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de 

alimentación desde el año 2017. 

 

- Oficio con radicado No. 202012000111561 Id: 561510 del 4 de mayo de 2020, por 

el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, negó las 

pretensiones y manifestó que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver 

de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 4753101 correspondiente al Intendente Ramón Rodrigo 

Jiménez Rengifo, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional el 21 de junio de 2016. 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 23 de octubre de 2020 ante el Procurador 191 Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 

  

“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 43 del 22 de octubre 
de 2020 considero: 
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El presente estudio, se centrará, en determinar, si el IT (r) RAMÓN RODRIGO 
JIMÉNEZ RENGIFO C.C. 4.753.101, tiene derecho al reajuste y pago de su 
Asignación mensual de retiro por concepto de PARTIDAS COMPUTABLES 
desde el año 2016, a la fecha, como Intendente en uso de buen retiro de la 
Policía Nacional.  
 
En el caso del señor IT (r) RAMÓN RODRIGO JIMÉNEZ RENGIFO, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.753.101, al Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido por este 
Cuerpo Colegiado en Acta 16 del 16 de enero de 2020, respecto a la 
actualización de las partidas computables de la asignación mensual de retiro 
denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de 
navidad, servicios y vacaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 42 
del Decreto 4433 de 2004.  
 
La conciliación se rige bajo los siguientes parámetros:  
 

1. Se reconocerá el 100% del capital.  
2. Se conciliará el 75% de la indexación 
3. Las sumas dinerarias se cancelarán dentro de los 6 meses siguientes a 
la radicación de la cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la 
Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses.  
4. Se aplicará la prescripción trienal contemplada en el artículo 43 del 
Decreto 4433 de 2004, norma prestacional vigente al momento de la 
adquisición del derecho a gozar de la prestación, es decir, la propuesta de 
conciliación se realizará desde el 13 de marzo de 2017, en razón a la 
petición fue radicada en la Entidad el 13 de marzo de 2020.  
 

Bajo los parámetros antes indicados a la entidad, le asiste animo conciliatorio 
en el presente caso, teniendo en cuenta las Políticas establecidas por la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en el Acta No. 16 del 16 de enero 
del año 2020, del Comité de Conciliaciones CASUR, numeral 1 
ACTUALIZACION PARTIDAS DE NIVEL EJECUTIVO.  
 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto le asiste ánimo conciliatorio”. 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador certificación  de la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de 

CASUR expedida el 22 de octubre de 2020, anexando a la misma los términos 

económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de UN MILLÓN 

QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO MIL CUATROCIENTOS OCHENTA Y UN 

PESOS ($1.595.481.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de ley, y reliquidando la 

asignación de retiro que para la vigencia del año 2020 ascenderá a la suma de DOS 

MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL CIENTO CINCUENTA Y SIETE 

PESOS ($2.668.157.oo) M/cte. 
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Oída la intervención de la entidad, el convocante RAMÓN RODRIGO JIMÉNEZ 

RENGIFO, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los términos consignados. 

  
 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 191 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 23 de octubre de 2020, entre Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 
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tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo fue 

debidamente representado por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderado judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida el 22 de octubre de 2020 por la respectiva 

Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el proceso se acreditó que el convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente del nivel ejecutivo con 

última ubicación laboral en la Seccional de Investigación Criminal MEBOG- DIJIN 

con sede en Bogotá, acorde con la información que fue consignada en su hoja de 

servicios,  por lo que es dable concluir que la Procuraduría 191 Judicial I para 

Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, el convocante Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 
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prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que el convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 13 de marzo de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 4 de mayo de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 19 de agosto del año en curso, esto es, dentro del término legal. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    



Rad. núm. 110013342057-2020-00316-00 
Convocante: Ramón Rodrigo Jiménez Rengifo 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

11 

 

f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 
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Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
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Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se halló 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, pues se muestra evidente con lo afirmado por 

el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad accionada al realizar el 

análisis del caso con la  respectiva historia prestacional.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 

partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 13 de marzo de 2020 y el cómputo a partir del 13 de marzo 

de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 23 de octubre de 2020, guarda concordancia 

con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por cuanto: (i) las partes 

se encontraban debidamente representadas y facultadas para conciliar, (ii) se 

conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el medio de control 

que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo probatorio allegado 

al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la obligación cancelada, 

y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, de tal suerte que, se 

impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor Ramón 

Rodrigo Jiménez Rengifo, identificado con la C.C.  No. 4.753.101 de San Sebastián, 

Cauca y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la 

Procuraduría 191 Judicial I Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 23 de 

octubre de 2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación 

de retiro por la omisión del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo 

con lo expuesto en las consideraciones. 
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SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

PESR 

 

09/11/2020 


